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Ayer 18 de abril de 2023 se llevó a cabo la audiencia pública en la que las juezas y

jueces de la Corte Constitucional del Ecuador escucharon los alegatos orales

correspondientes al caso de la consulta popular del Yasuní.

La audiencia tuvo tres momentos: primero, fueron escuchados los alegatos de lxs

proponentes de la consulta popular, luego se escuchó a lxs representantes de

diferentes instituciones del Estado y finalmente, se dio paso a la presentación de

algunos amicus curiae escogidos por la jueza ponente, Carmen Corral.

Alegatos de Yasunidxs

Ramiro Ávila Santamaría, ex juez de la Corte Constitucional y abogado histórico del

colectivo, expuso los principales argumentos que motivan el pedido a la Corte para que

establezca un dictamen de constitucionalidad positivo a la pregunta original planteada

para la consulta popular: ¿Está usted de acuerdo en que el gobierno ecuatoriano

mantenga el crudo del ITT, conocido como bloque 43, indefinidamente en el subsuelo?

Se partió recordando que el Yasuní es parte del territorio ancestral de los pueblos

indígenas y de los pueblos en aislamiento Tagaeri y Taromenane, así como la región de

mayor diversidad biológica del planeta. Posteriormente se relató cronológicamente

cuándo y por qué se creó el colectivo Yasunidos y cómo se boicoteó sistemáticamente

la consulta popular por el Yasuní, violando el derecho de participación de más de

757.623 voluntades que apoyaron con su firma, esta iniciativa.

A través de estos argumentos, expusimos que los considerandos y la pregunta están

bien formulados y se encuentran vigentes, por lo que cumplen con el control

constitucional que debe hacer la Corte. Igualmente, respecto de los efectos de la

pregunta, se presentaron los reducidos beneficios económicos de la explotación del

ITT y demostramos que la pregunta no tiene efectos retroactivos así como no existen

situaciones jurídicas consolidadas o efectos que vulneren la seguridad jurídica; se

planteó que esta iniciativa de consulta popular es coherente con el Art. 95 de la

Constitución que afirma que “Las ciudadanas y ciudadanos, participarán de manera

protagónica en la toma de decisiones, planificación y gestión de los asuntos públicos” y



que sería “inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que

disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos”, como

lo establece el Art. 11 de la Carta Magna.

Con estos elementos, se exigió a la Corte:

1. Que se emita un dictamen favorable de constitucionalidad del cuestionario de

la presente consulta.

2. Que se ordene al Consejo Nacional Electoral continuar inmediatamente con el

proceso de consulta popular.

3. Que en caso de tener una respuesta favorable por parte del pueblo

ecuatoriano, se disponga desde la proclamación de los resultados, mantener el

crudo del bloque 43 indefinidamente en el subsuelo y se ordene el retiro

ordenado, con veeduría ciudadana y programado de las plataformas y pozos

petroleros actualmente en funcionamiento.

Intervención del Estado

Por parte del Estado ecuatoriano intervinieron representantes de la Asamblea

Nacional, la Presidencia de la República, el Ministerio de Economía y Finanzas, el

Ministerio de Energía, Minas y Recursos Naturales no Renovables, el Ministerio del

Ambiente, Agua y Transición Ecológica, el Ministerio de la Mujer y Derechos Humanos,

y la Procuraduría General de Estado. Con diversos bemoles e información incompleta y

poco precisa, los voceros del Estado intentaron defender la tesis de que la pregunta

debía ser declarada inconstitucional por no cumplir los requisitos y por los supuestos

efectos jurídicos y económicos nocivos que representaría.

Así, por ejemplo, para defender el proceso extractivo afirmaron que la explotación

petrolera es “limpia”, que no ha habido avistamiento de pueblos indígenas en

aislamiento voluntario en los últimos años, que no se ha tenido ni un solo derrame

desde el inicio de la explotación, que mantener la operación petrolera se inscribe en un

principio de estabilidad fiscal, que los recursos obtenidos se utilizan para beneficiar a

toda la ciudadanía y garantizar el desarrollo de las localidades, que la pregunta implica

una reforma a la Constitución, entre otros. Con una larga lista de argumentos

generales, inexactos y contradictorios, se insistía que la Corte niegue el pedido de

consulta.

Con acierto, varios de los jueces y juezas demandaron a los representantes de esas

carteras de Estado los datos precisos de ingreso, destino y valor de producción por

barril dentro del bloque 43, que la Corte había solicitado previamente por escrito, de

los supuestos contratos que se verían vulnerados en el momento de la suspensión

permanente de la actividad petrolera, de los valores de los activos ambientales de la

zona o de la real representación de los réditos del bloque en el conjunto de la



economía nacional, sin embargo ningún funcionario supo responder a cabalidad. Ante

eso, el propio Presidente de la Corte observó las generalidades con la que se está

tratando el tema por parte del Estado.

Réplicas y amicus curiae

Frente a los argumentos del Estado, el colectivo Yasunidos señaló que los efectos de la

consulta se remiten únicamente al bloque 43 y no, como se intentaba confundir, a

otros bloques como el 31 o a la explotación petrolera en general; igualmente, se indicó

que el ingreso del ITT representa menos del 1% del PIB, contrario a la errónea cifra del

10% presentado por el Estado.

Así mismo, se denunció que las instituciones estatales no reconocieron las afectaciones

ambientales existentes en la zona, como por ejemplo los 16 derrames petroleros que

se han registrado en el ITT entre 2018 y 2022, el tamaño real de los corredores

ecológicos (algunos de los cuales alcanzan los 30 metros y no los cuatro que

supuestamente afirma el Ministerio de Ambiente), o la existencia de una plataforma

petrolera que está a 127 metros de la zona de amortiguamiento de la ZITT. Igualmente,

se señalaron las alarmantes cifras de desarrollo social y pobreza del país y de las

provincias en donde se inserta la explotación petrolera del bloque, para evidenciar que

la producción petrolera no ha mejorado las condiciones de vida de la población sino

que incluso estas se han visto afectadas negativamente.

Por su parte, los pocos amicus curiae que fueron autorizados, demostraron

documentadamente la existencia de alternativas económicas viables a la extracción

petrolera, la necesidad de dar paso a una transición económica y energética ante el

inminente fin del ciclo petrolero de la economía ecuatoriana, las vulneraciones reales a

los derechos y a la vida del pueblo waorani por las actividades petroleras, la

inexistencia de afectaciones a las situaciones jurídicas consolidadas, o el riesgo de

etnocidio existente frente a los pueblos indígenas en aislamiento. Aunque la jueza

ponente sólo permitió que unos pocos amicus curiae se presentaran, excluyendo, por

ejemplo, las intervenciones de académicos y expertos internacionales, resultó evidente

la contundencia de los argumentos que respaldan la defensa del Yasuní y de la

constitucionalidad de la consulta.

Conclusión

El colectivo YASunidxs lleva diez años esperando que se trate la pregunta del Yasuní en

la Corte Constitucional. Finalmente, luego de seis meses, el pleno de la Corte escuchó

los alegatos de los proponentes de la consulta, demostrando el interés y la relevancia

de nuestra causa.



Mientras el colectivo YASunidxs y los amicus curiae presentaron sus argumentos con

rigurosidad y contundencia, funcionarios del Estado y representantes del gobierno de

Guillermo Lasso dieron gala de ligereza, superficialidad e imprecisión. Esta falta de

seriedad y altura no solo es una burla contra las juezas y jueces de la Corte

Constitucional o lxs proponentes de la consulta popular, sino también contra el pueblo

ecuatoriano.

Sin duda, este fue un día histórico para la lucha por el Yasuní y la democracia. Pero

mientras no se reparen los derechos de las 757 mil personas que firmaron por el Yasuní

y se llame a consulta popular, la democracia en Ecuador seguirá en peligro de

extinción.

Y es que como dijimos ayer en la audiencia “los derechos no se compran, no se venden,

no se condicionan, no se burlan: se ejercen”. Aquí continuaremos exigiendo el pleno

ejercicio de los derechos.

#PrimeroElYasuní

YASunidxs


